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Corresponde a quien reclama demostrar la realidad del daño y la relación de
causalidad entre el mismo y el funcionamiento del servicio público, mientras que
la administración deberá probar, en caso de alegarla, la concurrencia de fuerza
mayor.

En el presente caso consta aportado como documento nº3 de la demanda acta
de  inspección  ocular  de  la  policía  local  de  Amposta  en  que  consta  que  el
vehículo en cuestión se encontraba en un aparcamiento , en concreto se indica
en  “parking  terrer”.  Se  alega  por  el  ayuntamiento  en  la  contestación  a  la
demanda que el informe de la policía local no es correcto y que no se trata de
una zona de aparcamiento, lo que pretende acreditar con un informe aportado
en el acto de la vista en el que sorprendentemente se indica que se elabora en
respuesta  a  lo  solicitado  por  la  instructora  del  expediente,  cuando  mediante
escrito de fecha 30 de enero de 2024 el Ayuntamiento puso de manifiesto al
juzgado que no se encontraba la reclamación de la actora por lo que no existía
expediente  administrativo  y  mediante  escrito  posterior  se  reconocía  que  si
existía reclamación de la actora pero se ponía de manifiesto que no había sido
tramitada  y  no  existía  expediente  administrativo.  Contrariamente  a  lo
manifestado,  aporta  ahora  la  representación  letrada  del  Ayuntamiento  y  de
manera  sorpresiva  un  informe  que  debería  formar  parte  de  un  expediente
administrativo  que  según  el  propio  Ayuntamiento  no  existe.  Ante  tal
contradicción,  dicho informe, en modo alguno puede servir  para desvirtuar el
acta de la policía local obrante en autos.

Considerando por lo expuesto acreditado mediante el informe de la policía local
que el vehículo se encontraba en lugar destinado al aparcamiento, no se niega
por el ayuntamiento la realidad de la caída de las porterías sobre el vehículo, ni
la  titularidad de las  mismas,  alegándose no obstante que pudo intervenir  un
tercero en dicha caída o incluso el propio perjudicado que las pudo golpear al
aparcar. No obstante, se trata de meras alegaciones que no van acompañadas
de soporte probatorio alguno. En efecto, no se ha acreditado que existiera una
conducta inadecuada del conductor del vehículo, ni que el mismo golpeara las
porterías al estacionar, como tampoco que haya intervenido la actuación de un
tercero en la caída de las porterías, carga probatoria que incumbía en este caso
al Ayuntamiento.

En atención a lo expuesto, no cuestionándose el importe reclamado, procede la
estimación de la demanda en su integridad.

TERCERO.- De conformidad con lo establecido en el artículo 139 de la LJCA,
las costas de este procedimiento se imponen a la parte demandada, que ha visto
rechazadas todas sus pretensiones, hasta el límite de 300 euros.

CUARTO.- La cuantía de este recurso es inferior a treinta mil euros (30.000 €),








